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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 
TUTELA NÚMERO  324-2022 

  
JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO 

 
Bogotá D.C., agosto diecinueve (19) de dos mil veintidós (2022) 

 
OBJETO DE LA DECISIÓN 

 
Se pronuncia el Despacho sobre la acción impetrada por el SLP. BREINER 

ANTONIO ORTEGA SARABIA, identificado con la C.C. No. 1.193.236.766, 

contra el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, 

por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de salud, vida, 

dignidad humana, derecho a la continuidad del tratamiento integral, ambiente 

sano y saludable y estabilidad laboral. 

 

ANTECEDENTES 

 
El SLP. BREINER ANTONIO ORTEGA SARABIA, identificado con la C.C. No. 

1.193.236.766, presenta acción de tutela contra el MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, para que se pronuncien sobre 

las pretensiones del accionante consistentes en que el COMANDANTE DE 

PERSONAL EJÉRCITO NACIONAL; COMANDANTE DE SANIDAD 

EJÉRCITO NACIONAL, o el COMANDANTE BATALLÓN DE OPERACIONES 

TERRESTRES No. 20 EJÉRCITO NACIONAL, ubicado en la BASE MILITAR 

DE LA VEREDA EL VERGEL EN PUERTO CAICEDO PUTUMAYO, gestionen 

el traslado de la Atención Médica que debe recibir el tutelante, de la UNIDAD 

DE SANIDAD MILITAR DE SANTANA PUTUMAYO a la UNIDAD DE 

SANIDAD MÉDICA DEL BATALLÓN CÓRDOBA, PRIMERA DIVISIÓN DE 

LA CIUDAD DE SANTA MARTA, hasta tanto no se restablezca 

satisfactoriamente su estado de Salud Física y Mental. 

 

Fundamenta su petición en el artículo 49, 11, 1, 79, 53 de la Constitución Política 

de Colombia de 1991. 

 

ACTUACIÓN DEL DESPACHO 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el Decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado, mediante auto de agosto (05) de dos mil veintidós (2022), dispuso dar 

trámite a la presente acción de tutela y notificar a la entidad accionada mediante 

correo electrónico, frente a los hechos y pretensiones indicados por la parte 

accionante y enunciados en el acápite de antecedentes de esta providencia.  
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El accionado MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, 

por intermedio de la TE. ANNY  SOFIA SUÁREZ - OFICIAL TUTELAS 

DEFENSA DEL COMANDANTE DEL EJÉRCITO NACIONAL, en apartes de su 

respuesta relacionó lo siguiente: 

 
“Sea lo primero informar a ese Despacho que el señor General Comandante del 
Ejército Nacional en ejercicio de las facultades legales otorgadas por el artículo 29 

del Decreto 1510 de 2000 “Por el cual se modifica la estructura del Ministerio de 
Defensa Nacional y se  dictan otras disposiciones.”, a través de la Disposición No. 
0004 de 2016 “por la cual se reestructura el Ejército Nacional, se aprueban sus 
Tablas de Organización y Equipo TOE y se dictan otras disposiciones”  dispuso la 
reestructuración del Ejército Nacional concebida con tres (03) nuevos niveles en la 
estructura: 1. Planeación y políticas (Diseñado exclusivamente para la planeación, 

diseño de planes y políticas). 2. Generador de fuerza (Para la implementación de 
los planes y apoyo de las acciones logísticas) 3. Generador de Combate (Encargado 
directamente de la conducción de las operaciones militares)”. 

 
“La Dirección de Sanidad del Ejército (DISAN). Es la encargada de 
prestación de los servicios asistenciales cargo de los Establecimientos de 
Sanidad Militar (ESM) los cuales pertenecen a la Dirección de Sanidad del 

Ejército, sin embargo, se informa al Despacho que la Dirección de Sanidad 
(DISAN) es un ente de naturaleza netamente administrativa, por tanto, 
su función versa en realizar coordinaciones y planeación con los 
Establecimientos De Sanidad para que allí sean prestados los servicios de 
salud. La anterior afirmación, tiene sustento jurídico en el Decreto No. 
1975 del 2000, articulo 16 que indica: 
 

“El Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea, serán las encargadas 
de prestar servicios de salud a través de las Direcciones de Sanidad de cada una 
de las fuerzas a los afiliados y sus beneficiarios del Subsistema de Salud de las 
Fuerza Militares, por medio de sus Establecimientos de Sanidad Militar”. 
 
“Complemento de lo anterior, resulta ser el parágrafo del artículo 14 la ley 352 de 

1997, que prevé las funciones de los Establecimientos de Sanidad Militar: 

 
“PARÁGRAFO. En los Establecimientos de Sanidad Militar se prestará el servicio de 
salud asistencial a todos los afiliados y beneficiarios del Subsistema de Salud de 
las Fuerzas Militares”. 
 
“Por tal razón me permito informar a su Honorable Despacho que el auto referido, 

calendado el día 8 de Agosto de 2022, fue remitido por competencia en virtud de 
lo establecido en el artículo 21 de la Ley 1437 de 2011 (sustituido por el artículo 
1 de la Ley 1755 de 2015) y en concordancia con lo estipulado en el Decreto 2591 
de 1991 y su Decreto Reglamentario 306 de 1992, a la Dirección de Sanidad 
Ejército Nacional (DISAN), por correo  disan.juridica@buzonejercito.mil.co con el 
fin de que se pronuncie en relación y se verifiquen cada una de las siguientes 
pretensiones. (..2. En consecuencia, del restablecimiento de mis Derechos 

Fundamentales Amparados, solicito respetuosamente se ORDENE al 
Comandante de Personal del Ejército nacional, al Comandante de Sanidad 
del Ejercito Nacional o al Comandante Batallón de Operaciones Terrestres 
No. 20, ubicado en la Base Militar de la Vereda el Vergel en Puerto Caicedo 
Departamento del Putumayo, se gestione el Traslado de la Atención Medica que 

debe recibir el suscrito, de la Unidad de Sanidad Militar de Santana Putumayo a la 

Unidad de Sanidad Medica del Batallón Córdoba Primera División de la Ciudad de 
Santa Marta, hasta tanto no se restablezca satisfactoriamente mi estado de Salud 
Física y Mental. (..)”. 
 
“De antemano ruego tener en cuenta la competencia del comandante y realizar la 
desvinculación de la acción de tutela 2022-0324, que en este mismo correo se 
envía a la Dirección Competente, con el fin de que otorguen inmediatamente 

respuesta”. 

 
Sin embargo, pese a lo manifestado por parte de la TE. ANNY  SOFIA SUÁREZ 

- OFICIAL TUTELAS - DEFENSA DEL COMANDANTE DEL EJÉRCITO 

NACIONAL, el EJÉRCITO NACIONAL no se pronunció con respecto a las 

peticiones incoadas por el accionante. 

mailto:disan.juridica@buzonejercito.mil.co
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PARA RESOLVER SE CONSIDERA 

 
Como se sabe, la acción de tutela, consagrada en la Constitución Política de 

Colombia, en su artículo 86, se ha concebido como un mecanismo de 

procedimiento preferente y sumario, que todo ciudadano tiene ante los jueces 

de la República, para que por ella misma o interpuesta persona reclame la 

protección de sus derechos fundamentales vulnerados por alguna autoridad 

pública o particular, mediante acción u omisión propia. 

 
Del análisis de la normatividad comentada, se deduce que la procedencia de la 

acción de tutela se encuentra supeditada a la concurrencia de cuatro aspectos:  

Que se trate de un derecho constitucional fundamental, que ese derecho sea 

vulnerado o amenazado, que la violación del derecho provenga de autoridad 

pública o excepcionalmente de un particular y que no exista otro medio de 

defensa Judicial.  

 
Como  efectivamente  se  trata  de  un  derecho  fundamental, es  del caso hacer 

algunas: 

 

CONSIDERACIONES 

 
1.-De la procedencia de la acción de tutela 

 
La  Acción  de  Tutela,  es  un  mecanismo  constitucional,  cuyo  objeto son los 

Derechos  fundamentales y su finalidad es la protección de los mismos frente a 

acciones u omisiones de funcionarios públicos o de particulares que tiendan a 

menoscabarlos. 

 
Además,   constituye   un   mecanismo   de  origen  constitucional  de  carácter 

subsidiario. Esto significa que la Acción de Tutela sólo procede a falta de una 

específica institución procedimental para lograr el amparo del derecho 

sustancial, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución 

Nacional. La Acción de Tutela no es un medio sustitutivo de los demás 

procedimientos que consagra nuestro ordenamiento jurídico tendiente a 

defender los derechos fundamentales. 

 
De conformidad con lo previsto en el artículo 86 de la Carta Fundamental, 

penúltimo inciso, desarrollado en el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 

1991 es condición negativa de procedibilidad de la Acción de Tutela que el 

afectado disponga de otro medio de defensa judicial. Esta condición clara y 

precisa, confirma el carácter subsidiario y excepcional de la aludida institución. 

 
2.- Del  caso  concreto,  tenemos  que  la acción invocada se centra en obtener 
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respuesta a la solicitud enunciada en el acápite de antecedentes de la presente 

providencia. 

 
Sobre los derechos invocados como vulnerables es de traer a colación lo  dicho 

por la Honorable Corte Constitucional en algunos de sus fallos, así: 

 
Sobre del Derecho a la Salud en apartes de la Sentencia T-124 de 2019, 

relaciona lo siguiente: 

 
(…) “reconoció el derecho a la salud como “fundamental, autónomo e irrenunciable 

y como servicio público esencial obligatorio a cargo del Estado”. En el artículo 6º. 
estableció los principios que lo orientan, entre los que se destacan: i) 
universalidad, que implica que todos los residentes del territorio gozarán del 

derecho a la salud en todas las etapas de la vida; ii) pro homine, en virtud del cual 
todas las autoridades y actores del sistema de salud interpretarán las normas 
vigentes que sean más favorables para proteger el derecho a la salud; iii) equidad, 

referido a la necesidad de implementar políticas públicas dirigidas al mejoramiento 
de la salud de personas de escasos recursos, grupos vulnerables y sujetos de 
especial protección; iv) continuidad, según el cual una vez iniciado un servicio no 
puede suspenderse por razones administrativas o económicas; y v) oportunidad, 
el cual significa que los servicios deben ser provistos sin demoras (...).” 
 
(…) “la sentencia T-121 de 2015, reiteró que el derecho a la salud no está limitado 

a la prestación de un servicio curativo, sino que abarca el inicio, desarrollo y 
terminación de los tratamientos médicos hasta que se logre la recuperación y 
estabilidad del paciente. La Corte sostuvo que en atención al principio pro homine, 
si existen dudas en torno a si el servicio solicitado está o no incluido dentro del 
plan de beneficios, prevalece el favorecimiento a la prestación efectiva del mismo 
(...).” 

 

En cuanto al Derecho a la Vida, la Corte Constitucional el alguno de los apartes 

de la Sentencia T-444 de 1999, ha señalado lo siguiente: 

    
“En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha sostenido que el derecho 
constitucional fundamental a la vida no significa la simple posibilidad de existir sin 
tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, 
supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 
posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera 
que cualquier circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo 
evitable de alguna manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 

de la Constitución. Así, no solamente aquellas actuaciones u omisiones que 
conducen a la extinción de la persona como tal, o que la ponen en peligro de 
desaparecer son contrarias a la referida disposición superior,  sino  también todas 
las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 
insoportable. Una de ellas, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o 
suprimirse, cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera 
efectivamente la vida de la persona, entendida como el derecho a una existencia 

digna. También quebranta esta garantía constitucional el someter a un individuo a 

un estado fuera de lo normal con respecto a los demás, cuando puede ser como 
ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos de otros; con más 
veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a establecer 
condiciones de bienestar para sus asociados”. 

 

En lo concerniente a la violación al Derecho a la Dignidad Humana, conviene 

señalar lo sostenido por la Corte Constitucional en algunos apartes de la 

Sentencia T-335 de 2019: 

 
“(…) que el derecho a la dignidad humana debe entenderse bajo 2 dimensiones: a 
partir de su objeto concreto de protección y con base en su funcionalidad 

normativa. En relación con el primero, este Tribunal ha establecido 3 lineamientos 
claros y diferenciables: i) la dignidad humana como autonomía o como posibilidad 
de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; ii) la dignidad 
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humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; y 

iii) la dignidad humana como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, de la 
integridad física y moral o, en otras palabras, la garantía de que los ciudadanos 
puedan vivir sin ser sometidos a cualquier forma de trato degradante o humillante 
(…)”. 
 

“(…) derecho a la dignidad humana implica garantizar las condiciones necesarias 
para una existencia materialmente apropiada y acorde con el proyecto de vida que 
cada ciudadano le imprime a su devenir. Igualmente, este principio constitucional 
privilegia la autonomía personal como requisito elemental de una sociedad 
democrática y pluralista, en el sentido de que constituye la expresión de la 
capacidad de autodeterminación, de la potestad de exigir el reconocimiento de 

ciertas condiciones materiales de existencia o la manifestación de la intangibilidad 
de la integridad física y moral, por lo que existe un mandato imperativo de las 
autoridades y de los particulares, para que adopten las medidas necesarias de 
protección indispensables para salvaguardar los bienes jurídicos más preciados 
para el Estado (…)”. 
 

En lo atinente a Tratamiento Integral en Salud, vale la pena indicar lo 

señalado por la Corte Constitucional en algunos apartes de la Sentencia T-001 

de 2021, así: 

 
“Las personas en situación de discapacidad tienen derecho a la rehabilitación 
integral como elemento del derecho a la salud. Este derecho se sustenta en el 
artículo 13 de la Constitución que prevé, por un lado, el deber estatal de proteger 
especialmente a personas que están en circunstancias de debilidad manifiesta por 

sus condiciones económicas, físicas y mentales y, por otro lado, adoptar medidas 
a favor de grupos marginados. También se funda en el mandato del artículo 47 
Superior de adoptar una “política de previsión, rehabilitación e integración social 
para los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos (…)”. Así mismo, la 
rehabilitación también se deriva de diversos instrumentos del derecho 
internacional de los derechos humanos que reconocen el derecho a disfrutar del 
más alto nivel posible de salud física y mental”. 

 
“Comprende el “proceso de acciones médicas y terapéuticas, encaminadas a lograr 

que las personas con discapacidad estén en condiciones de alcanzar y mantener 
un estado funcional óptimo desde el punto de vista físico, sensorial, intelectual, 
psíquico o social, de manera que les posibilite modificar su propia vida y ser más 
independientes”. 
 

En lo relacionado con el Derecho a la Estabilidad Laboral, la Corte 

Constitucional en Sentencia T-277 de 2020, indicó: 

 
“Quien está en situación de debilidad manifiesta por cuestiones de salud es el 
individuo que: “i) pueda catalogarse como persona con discapacidad, ii) con 
disminución física, síquica o sensorial en un grado relevante, y (iii) en general 
todas aquellos que (a) tengan una afectación grave en su salud; (b) esa 

circunstancia les ‘impida[a] o dificult[e] sustancialmente el desempeño de sus 
labores en las condiciones regulares’, y (c) se tema que, en esas condiciones 
particulares, pueden ser discriminados por ese solo hecho, está en circunstancias 
de debilidad manifiesta y, por tanto, tiene derecho a la estabilidad laboral 
reforzada”. 

 
“Para que un empleado tenga estabilidad laboral reforzada debe acreditar los 

siguientes requisitos: (i) que se establezca que el trabajador se encuentra en una 
condición de salud que le impida o dificulte sustancialmente el desempeño de sus 
labores en circunstancias regulares, pues no cualquier afectación de la salud 
resulta suficiente para sostener que hay lugar a considerar al trabajador como un 
sujeto de especial protección constitucional; (ii) que la condición de debilidad 
manifiesta sea conocida por el empleador en un momento previo al despido, y, 

finalmente, (iii) que no exista una justificación suficiente para la desvinculación, 
de manera que sea claro que el mismo tiene origen en una discriminación”.   
 
“El subordinado que se encuentra dentro de un tiempo de incapacidad médica goza 
igualmente de una protección en su relación laboral, pues como ha explicado la 
jurisprudencia de esta Corporación, una vez finalice dicho término deberá 
reincorporarse a sus labores, donde tendrán que reinstalarlo, de ser posible, o 

reubicarlo según las condiciones especiales que dicte su patología. Por 



TUTELA: 2022-324 
ACCIONANTE: SLP. BREINER ANTONIO ORTEGA SARABIA 
ACCIONADA: MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL 

 

6 

 

consiguiente, si el deseo del empleador es prescindir de sus servicios, tendrá que 

cumplir el requisito establecido para ello, en este caso, la autorización de la oficina 
del trabajo”. 

 
Teniendo en cuenta que las pretensiones del accionante consisten en que el 

COMANDANTE DE PERSONAL EJÉRCITO NACIONAL; COMANDANTE DE 

SANIDAD EJÉRCITO NACIONAL, o el COMANDANTE BATALLÓN DE 

OPERACIONES TERRESTRES No. 20 EJÉRCITO NACIONAL, ubicado en la 

BASE MILITAR DE LA VEREDA EL VERGEL EN PUERTO CAICEDO 

PUTUMAYO, gestionen el traslado de la Atención Médica que debe recibir el 

tutelante, de la UNIDAD DE SANIDAD MILITAR DE SANTANA PUTUMAYO 

a la UNIDAD DE SANIDAD MÉDICA DEL BATALLÓN CÓRDOBA, PRIMERA 

DIVISIÓN DE LA CIUDAD DE SANTA MARTA, hasta tanto no se restablezca 

satisfactoriamente su estado de Salud Física y Mental. 

 
Así las cosas, como quiera que la TE. ANNY  SOFIA SUÁREZ - OFICIAL 

TUTELAS DEFENSA DEL COMANDANTE DEL EJÉRCITO NACIONAL 

DIRECCIÓN DE SANIDAD POLICÍA NACIONAL – DISAN, informó a este 

Despacho que el auto de admisorio de la presente acción, fue remitido por 

competencia al correo electrónico: disan.juridica@buzonejercito.mil.co para 

que se pronunciaran al respecto, con relación a cada una de las pretensiones, 

una vez revisado minuciosamente el correo electrónico de este Despacho Judicial 

no se encontró respuesta por parte de las dependencia enunciada, ni de las otras 

dependencias a las que se los notificó el auto admisorio de la tutela, razón por 

la cual se tutelarán las pretensiones incoadas por la parte accionante. 

  
Sin más consideraciones este Despacho resuelve TUTELAR los derechos 

fundamentales constitucionales de salud, vida, dignidad humana, derecho a la 

continuidad del tratamiento integral, ambiente sano y saludable y estabilidad 

laboral, invocados por el SLP. BREINER ANTONIO ORTEGA SARABIA, 

identificado con la C.C. No. 1.193.236.766, contra el MINISTERIO DE 

DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, por las razones expuestas en 

la parte motiva de esta providencia y en consecuencia ORDENAR al 

REPRESENTANTE LEGAL Y/O QUIEN HAGA SUS VECES DEL MINISTERIO 

DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, del COMANDO DE 

PERSONAL EJÉRCITO NACIONAL; del COMANDO DE SANIDAD EJÉRCITO 

NACIONAL, del COMANDO BATALLÓN DE OPERACIONES TERRESTRES 

No. 20 EJÉRCITO NACIONAL, ubicado en la BASE MILITAR DE LA VEREDA 

EL VERGEL EN PUERTO CAICEDO PUTUMAYO, Y/O A QUIEN 

CORRESPONDA, que en el término máximo de CUARENTA Y OCHO (48) 

HORAS, contados a partir de la notificación de este fallo, se sirvan 

mailto:disan.juridica@buzonejercito.mil.co
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GESTIONAR EL TRASLADO DE LA ATENCIÓN MÉDICA que debe recibir el 

tutelante, de la UNIDAD DE SANIDAD MILITAR DE SANTANA PUTUMAYO 

a la UNIDAD DE SANIDAD MÉDICA DEL BATALLÓN CÓRDOBA, PRIMERA 

DIVISIÓN DE LA CIUDAD DE SANTA MARTA, hasta tanto no se restablezca 

satisfactoriamente su estado de Salud Física y Mental, así mismo SE SIRVAN 

GESTIONAR EL TRASLADO DEL ACCIONANTE al BATALLÓN CÓRDOBA, 

PRIMERA DIVISIÓN DE LA CIUDAD DE SANTA MARTA, donde se 

encuentra ubicada la UNIDAD DE SANIDAD MILITAR. 

 

D E C I S I Ó N 

 
En Mérito de lo expuesto, el JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C, Administrando Justicia en nombre de La República 

De Colombia y por autoridad de la Ley. 

 

R E S U E L V E 

 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales constitucionales de salud, 

vida, dignidad humana, derecho a la continuidad del tratamiento integral, 

ambiente sano y saludable y estabilidad laboral, invocados por el SLP. BREINER 

ANTONIO ORTEGA SARABIA, identificado con la C.C. No. 1.193.236.766, 

contra el MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - EJÉRCITO NACIONAL, 

por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 
SEGUNDO: ORDENAR al REPRESENTANTE LEGAL Y/O QUIEN HAGA SUS 

VECES DEL MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL, del 

COMANDO DE PERSONAL EJÉRCITO NACIONAL; del COMANDO DE 

SANIDAD EJÉRCITO NACIONAL, del COMANDO BATALLÓN DE 

OPERACIONES TERRESTRES No. 20 EJÉRCITO NACIONAL, ubicado en la 

BASE MILITAR DE LA VEREDA EL VERGEL EN PUERTO CAICEDO 

PUTUMAYO, Y/O A QUIEN CORRESPONDA, que en el término máximo de 

CUARENTA Y OCHO (48) HORAS, contados a partir de la notificación de este 

fallo, se sirvan GESTIONAR EL TRASLADO DE LA ATENCIÓN MÉDICA que 

debe recibir el tutelante, de la UNIDAD DE SANIDAD MILITAR DE SANTANA 

PUTUMAYO a la UNIDAD DE SANIDAD MÉDICA DEL BATALLÓN 

CÓRDOBA, PRIMERA DIVISIÓN DE LA CIUDAD DE SANTA MARTA, hasta 

tanto no se restablezca satisfactoriamente su estado de Salud Física y Mental, 

así mismo SE SIRVAN GESTIONAR EL TRASLADO DEL ACCIONANTE al 

BATALLÓN CÓRDOBA donde se encuentra ubicada la UNIDAD DE SANIDAD 

MILITAR. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. 
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CUARTO: Si la presente decisión no fuere recurrida, remítase la actuación a la 

H. Corte Constitucional para su eventual revisión, en cumplimiento a lo 

preceptuado en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LA JUEZ,                  
 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEÍDA BALLÉN FARFÁN 

 

 

 
LM 
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 anotación en estado: 

 
No. 128 del 22 de agosto de 2022 

 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 



 1 

INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., agosto diecinueve (19) de dos mil veintidós (2022). Al despacho 

de la señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la 
presente acción de tutela la cual se radicó con el No. 2022-346. Sírvase 
proveer. 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

D.C., agosto diecinueve (19) de dos mil veintidós (2022) 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede a dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2022-346, instaurada por la señora DORIS ANGELA GARZÓN PAJARITO, 

identificada con la C.C. No. 39.742.501, agente oficioso de su Hijo JOSÉ 

EDISON MOLINA GARZÓN (Q.E.P.D.), quien en vida se identificaba con la 

C.C. No. 1.007.467.411 contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES, por vulneración a los derechos fundamentales 

constitucionales de petición y acceso a la administración de justicia. 

 
En consecuencia, líbrese oficio con destino al REPRESENTANTE LEGAL Y/O 

QUIEN HAGA SUS VECES de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES - COLPENSIONES, para que en el término de un (1) día, se 

pronuncien sobre las pretensiones incoadas mediante derecho de petición de 

fecha 11 de julio de 2022, mediante la cual la parte accionante solicitó el 

reporte detallado de las semanas cotizadas por el señor EDISON MOLINA 

GARZÓN (Q.E.P.D.), quien en vida se identificaba con la C.C. No. 

1.007.467.411. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ,   

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 

LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

   

LM 

 

 

        

 
 

 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por 

anotación en estado: 
 

No. 128 del 22 de agosto de 2022 
 
 

CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 
SECRETARIO 



 1 

INFORME SECRETARIAL 
Bogotá D.C., agosto diecinueve (19) de dos mil veintidós (2022). Al despacho 

de la señora Juez en la fecha, informando que por reparto nos correspondió la 
presente acción de tutela la cual se radicó con el No. 2022-347. Sírvase 
proveer. 

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
CAMILO BERMÚDEZ RIVERA 

SECRETARIO 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 

D.C., agosto diecinueve (19) de dos mil veintidós (2022) 

 
De conformidad con el procedimiento reglado en el decreto 2591 de 1991, el 

Juzgado procede a dar el trámite correspondiente a la acción de tutela No. 

2022-347, instaurada por la señora ROSA HELENA FLÓREZ RODRÍGUEZ, 

identificada con la C.C. No. 1.149.454.384, hija de padres colombianos, de 

nacionalidad venezolana contra la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO 

CIVIL, por vulneración a los derechos fundamentales constitucionales de debido 

proceso, igualdad, buena fe, personalidad jurídica, nacionalidad, registro civil, 

atributos de la persona, derechos de primera generación civiles y políticos y vida 

digna. 

 

En consecuencia, líbrese oficio con destino al REPRESENTANTE LEGAL Y/O 

QUIEN HAGA SUS VECES de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO 

CIVIL, para que en el término de un (1) día, se pronuncien sobre los hechos y 

pretensiones incoadas por la parte accionante los cuales se encuentran 

contenidos en el escrito de tutela. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
LA JUEZ,   

 
 

ORIGINAL FIRMADO POR: 
LEIDA BALLÉN FARFÁN 

 

   

LM 

 

 

        
 

 
 
 

 
 

JUZGADO DIECINUEVE LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

 
La anterior providencia fue notificada por 
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